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RESUMEN: Este artículo analiza la viabilidad jurídica de tutelar a las personas desplazadas por desastres y cambio climático mediante la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. Adoptando el paradigma del pensamiento complejo y un enfoque basado en derechos humanos, se supera la noción de desastre como mero evento natural para reinterpretarlo como una manifestación de vulnerabilidad y violencia estructural. Se propone un test tripartito para evaluar la condición de refugiado cuando la degradación ambiental interactúa con la discriminación y la falta de protección estatal, ofreciendo una solución hermenéutica rigurosa sin distorsionar el marco convencional existente.
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ABSTRACT: This article analyzes the legal feasibility of protecting individuals displaced by disasters and climate change under the 1951 Refugee Convention. Grounded in complex thought and a human rights-based approach, it overcomes the view of disasters as mere natural events to reframe them as manifestations of structural vulnerability and violence. It proposes a tripartite test to assess refugee status when environmental degradation interacts with discrimination and state failure to protect, offering a rigorous hermeneutic solution that preserves the integrity of the existing conventional framework.
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1. INTRODUCCIÓN
La crisis climática contemporánea constituye una de las manifestaciones más severas de la “sociedad del riesgo global” conceptualizada por Ulrich Beck (2002). En el marco del Antropoceno, los efectos adversos del cambio climático no operan de manera aislada, sino que detonan e intensifican dinámicas de movilidad humana forzada a nivel transfronterizo. Sin embargo, las respuestas brindadas desde el Derecho Internacional Público continúan caracterizándose por la fragmentación normativa y por la persistencia de vacíos de protección jurídica para quienes se ven obligados a abandonar sus países de origen debido a desastres y a la degradación ambiental progresiva (Scott, 2020).
Frente a este escenario, la presente investigación adopta como eje epistemológico el paradigma del pensamiento complejo formulado por Edgar Morin (1990), el cual exige superar las aproximaciones reduccionistas y unidimensionales del fenómeno. El problema jurídico central no puede constreñirse a una lectura literal y ahistórica del Derecho Internacional de los Refugiados (DIR), ni a la búsqueda de una nueva categoría semántica redundante como la de “refugiado climático”. En su lugar, el fenómeno requiere articular sistémicamente tres vertientes clave: el Enfoque Basado en Derechos Humanos (EBDH), el paradigma social de los desastres y el principio estructurante de justicia climática.
La hipótesis central que sostiene este trabajo afirma que, aun cuando la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 no fue concebida para responder a los desplazamientos forzados inducidos por el cambio climático o los desastres ambientales, una interpretación evolutiva e integrada del elemento “ser perseguido”, entendido como la denegación sistémica de derechos humanos fundamentales aunada al fracaso o aquiescencia de la protección estatal, permite encuadrar supuestos específicos de desplazamiento climático bajo las causales de la Convención de 1951, siempre que la vulnerabilidad ambiental interactúe con patrones de discriminación y violencia estructural.
2. MOVILIDAD HUMANA Y ATRIBUCIÓN DE RESPONSABILIDAD EN EL CONTEXTO DE DESASTRES
2.1 Tipología de la movilidad climática y afectación de derechos humanos
La movilidad humana inducida por el cambio climático abarca dinámicas heterogéneas. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (Comisión IDH, 2024) y la Iniciativa Nansen (2015) sistematizan esta movilidad en tres formas: (i) el desplazamiento forzado interno o transfronterizo; (ii) la migración voluntaria; (iii) la reubicación planificada de comunidades vulnerables; y (iv) los escenarios de inmovilidad, en los que las poblaciones carecen de los recursos necesarios para desplazarse fuera de zonas de alto riesgo.
Los informes del Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC) confirman que las alteraciones climáticas operan como impulsores directos (por ejemplo, la destrucción de viviendas por ciclones e inundaciones) e indirectos (como la pérdida de cosechas, la salinización de acuíferos o la inseguridad hídrica) de la movilidad forzada (IPCC, 2023). Dichos eventos socavan los presupuestos esenciales del “mínimo vital” o “existencia digna”, afectando de forma encadenada los derechos a la vida, integridad personal, la salud, la vivienda adecuada, la alimentación, el agua y la autodeterminación cultural, entre otros. 
2.2 Del “paradigma del riesgo” al “paradigma social de los desastres”
Históricamente, la determinación del estatus de refugiado en contextos de desastres ambientales o climáticos se vio obstaculizada por la prevalencia del denominado “paradigma del riesgo” (hazard paradigm). Esta perspectiva tradicional concebía los desastres como acontecimientos “naturales”, inevitables y con efectos indiscriminados, provocados exclusivamente por las fuerzas de la naturaleza, sin conexión con la conducta humana o las condiciones sociales estructurales. Bajo este razonamiento, los tribunales rechazaban sistemáticamente las solicitudes de asilo, argumentando la imposibilidad de identificar a un “agente perseguidor” o de probar una motivación discriminatoria detrás del fenómeno natural (Scott, 2020, pp. 14 y 15).
La presente investigación asume la urgente necesidad de superar dicha concepción mediante la adopción del “paradigma social de los desastres” (social paradigm), desarrollado por autores como Matthew Scott (2020, p. 15). El paradigma social postula que un desastre no es la mera ocurrencia de un fenómeno meteorológico o geológico, sino el resultado dinámico de la interacción entre un peligro natural y las condiciones sociales preexistentes de vulnerabilidad y exposición al riesgo. Como señala la Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de Desastres (UNDRR), un desastre consiste en “[u]na gran perturbación del funcionamiento de una comunidad o una sociedad a cualquier escala debido a eventos peligrosos que interactúan con las condiciones de exposición, vulnerabilidad y capacidad” (UNDRR, 2017).
En el marco del paradigma social, la vulnerabilidad no es un atributo abstracto ni neutral. La exposición a los impactos climáticos está profundamente condicionada por patrones históricos de discriminación y violencia estructural. Las poblaciones marginadas por razones de raza, etnia, género, edad, condición socioeconómica o ubicación geográfica habitan con frecuencia en terrenos de alto riesgo, habitan viviendas precarias y enfrentan barreras sistemáticas para acceder a servicios públicos, sistemas de alerta temprana o mecanismos de recuperación posterior al desastre (Scott, 2020, p. 30).
Por consiguiente, cuando un Estado no adopta medidas de prevención distribuye los recursos de auxilio de forma inequitativa, el daño subsiguiente no se distribuye de manera indiscriminada. La inacción estatal en contextos de desastre reproduce y amplifica las desigualdades preexistentes, convirtiendo la vulnerabilidad climática en una manifestación concreta de discriminación estructural.
3. OBLIGACIONES ESTATALES EN RELACIÓN CON EL CAMBIO CLIMÁTICO 
3.1. Las opiniones consultivas de la Corte Internacional de Justicia y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en relación con el cambio climático
El sustento dogmático de la protección internacional en escenarios climáticos se ha visto robustecido por hitos jurisprudenciales trascendentales en el Derecho Internacional Público. La Corte Internacional de Justicia (CIJ), en su opinión consultiva sobre cambio climático de 2025, determinó que las obligaciones estatales de prevenir daños transfronterizos al sistema climático frente a las emisiones antropogénicas de gases de efectos invernadero (GEI) constituyen obligaciones de carácter erga omnes en el derecho consuetudinario y erga omnes partes en el marco convencional (CIJ, 2025, párr. 440). Ello priva a los Estados de invocar discrecionalidad soberana o conveniencia política para eludir su cumplimiento.
Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), en la opinión consultiva OC-32/25 sobre emergencia climática y derechos humanos, dio un paso decisivo al calificar la obligación de no generar daños irreversibles al sistema climático y al medio ambiente como una obligación de carácter ius cogens. El Tribunal estableció la existencia de un “vínculo de dependencia claro y demostrable” entre dicha norma imperativa y el principio de igualdad y no discriminación, reconocido igualmente como ius cogens (Corte IDH, 2025, párr. 293). Esta articulación demuestra que la vulneración del sistema climático constituye, en su dimensión normativa, una quiebra de la prohibición de discriminación estructural.
3.2. Operatividad del principio de justicia climática
El principio de justicia climática vincula el desarrollo, los derechos humanos y la equidad distributiva para garantizar que las cargas del cambio climático no recaigan sobre quienes menos han contribuido a generarlo. En el plano internacional, este principio exige la asunción de responsabilidades comunes pero diferenciadas y capacidades respectivas (Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, 2023). 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), ha subrayado que la justicia climática exige una protección reforzada para las personas en situación de vulnerabilidad que sufren mayormente las consecuencias del cambio climático, asegurando que el DIDH oriente el diseño de las políticas de mitigación, adaptación y protección transfronteriza (2024, párr. 5)[footnoteRef:2]. [2:  	La CIDH señaló que: “Los Estados tienen la obligación de incorporar una perspectiva de justicia climática al diseñar e implementar políticas, leyes, prácticas, planes y programas integrales para hacer frente al cambio climático. Todas estas medidas, basadas en derechos humanos, deben buscar equilibrar las desigualdades de personas o comunidades de manera proporcional a la contribución directa o indirecta al cambio climático. En particular, deben enfocarse en las personas en situación de vulnerabilidad, quienes han contribuido mínimamente al cambio climático, pero sufren sus mayores consecuencias por no contar con las capacidades y los recursos para hacer frente a sus efectos. Los Estados de la región que más contribuyen o que históricamente más han contribuido al cambio climático, deben responder con mayor esfuerzo a compartir las responsabilidades alrededor de la movilidad climática y sus consecuencias”.] 

3.3. Afectación de los derechos humanos en el contexto de la movilidad humana inducida por los efectos del cambio climático y los desastres
Precedentes recientes de organismos internacionales reflejan un avance progresivo en la protección de los derechos humanos a favor de las personas desplazadas de forma transfronteriza en el contexto del cambio climático.
El precedente clave a nivel internacional fue la decisión del Comité Derechos Humanos (CDH), en el caso Teitiota vs. Nueva Zelanda (2020), en donde reconoció que los impactos del cambio climático pueden desencadenar las obligaciones de no devolución (non-refoulement) bajo el artículo 6 (derecho a la vida) o 7 (integridad personal) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (2020, párr. 9.11); abriendo así las puertas para la protección internacional complementaria.
En la misma línea, la CIJ en su opinión consultiva sobre cambio climático consideró que “los Estados tienen obligaciones en virtud del principio de no devolución cuando existen motivos fundados para creer que existe un riesgo real de daño irreparable a la vida, en violación del artículo 6 del PIDCP, si las personas son devueltas a su país de origen” (2025, párr. 378). Al respecto, autores como McAdam (2025), han afirmado que este precedente de la CIJ “confirma que las personas pueden tener derecho a protección internacional, esto es, en calidad de refugiadas o beneficiarias de protección complementaria, cuando los efectos del cambio climático las expongan a riesgos que amenacen su vida”.
Otro avance clave corresponde a las Consideraciones Jurídicas emitidas por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), en donde acogió formalmente el paradigma social de los desastres y reconoció de forma explícita que las personas desplazadas en el contexto del cambio climático y los desastres pueden calificar como refugiadas bajo el artículo 1.A(2) de la Convención de 1951, así como bajo las definiciones ampliadas regionales de la Convención de la Organización para la Unidad Africana (OUA) y la Declaración de Cartagena (2020, párrs. 6 y 14).
Finalmente, en el ámbito interamericano, se destaca el desarrollo hermenéutico de la OC-32/25 de la Corte IDH y la Resolución 2/24 de la CIDH[footnoteRef:3]. En particular, en la OC-32/25, el Tribunal estableció que, en el contexto de desplazamiento causado por los efectos del cambio climático, los Estados tienen la obligación de establecer mecanismos de protección jurídica y humanitaria, autorización de permanencia temporal y la concesión del estatus de refugiado (2025, párr. 433)[footnoteRef:4]. [3:  	La CIDH consideró: “Los Estados deben reconocer en sus legislaciones que los impactos del cambio climático, incluidos los desastres socioambientales, interactúan con factores como la vulnerabilidad, la violencia, la pobreza, o los conflictos armados, entre otros, dando lugar a situaciones en que la necesidad de protección internacional encuentra apoyo normativo en los motivos de persecución establecidos en la definición de persona refugiada de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967. 
Asimismo, los Estados deben reconocer en sus legislaciones que los impactos del cambio climático, incluidos los desastres socioambientales, pueden desencadenar situaciones que perturban gravemente el orden público, amenazando la vida, seguridad o libertad de las personas, dando lugar a la necesidad de protección internacional de acuerdo con la definición ampliada de persona refugiada establecida en la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984” (2024, párr. 68).]  [4:  	La Corte señaló “[…] los Estados deben establecer un marco normativo adecuado que disponga a nivel interno mecanismos legales y/o administrativos efectivos para garantizar la protección jurídica y humanitaria de las personas desplazadas a través de fronteras internacionales debido a los efectos del cambio climático. Los Estados deben establecer mecanismos efectivos para garantizar la protección humanitaria de estas personas a través del establecimiento de categorías migratorias adecuadas como las visas humanitarias, la autorización de permanencias temporales, y/o la protección bajo el estatus de refugiados u otros similares, que les puedan brindar protección contra la devolución. La Corte observa que las medidas señaladas deben darse sin perjuicio de las soluciones de largo plazo que deberán adoptarse en el marco de la cooperación y la gestión responsable y coordinada de la movilidad humana a nivel internacional”.] 

4. APLICACIÓN INTERNA DEL DIR A LOS DESPLAZAMIENTOS FORZADOS EN EL CONTEXTO DEL CAMBIO CLIMÁTICO Y LOS DESASTRES 
4.1. Marco convencional básico: de la Convención de 1951 a las definiciones ampliadas regionales
El Derecho Internacional de los Refugiados se consolidó formalmente a través de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967. Su piedra angular, reflejada en el artículo 1.A(2)[footnoteRef:5], define al refugiado como aquella persona que tiene un temor fundado de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas.  [5:  	El referido artículo establece “[e]l término “refugiado” se aplicará también a toda persona que, a causa de una agresión exterior, una ocupación o una dominación extranjera, o de acontecimientos que perturben gravemente el orden público en una parte o en la totalidad de su país de origen, o del país de su nacionalidad, está obligada a abandonar su residencia habitual para buscar refugio en otro lugar fuera de su país de origen o del país de su nacionalidad”.] 

A nivel regional, frente a las insuficiencias del modelo eurocéntrico de 1951 para responder a crisis masivas, surgieron instrumentos como la Convención de la OUA de 1969 y la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984, la cual amplió el concepto a quienes huyen porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada o circunstancias que han perturbado gravemente el orden público[footnoteRef:6]. [6:  	Por ejemplo, la Declaración de Cartagena, en su conclusión tercera, estableció que: “Reiterar que, en vista de la experiencia recogida con motivo de la afluencia masiva de refugiados en el área centroamericana, se hace necesario encarar la extensión del concepto de refugiado, teniendo en cuenta, en lo pertinente, y dentro de las características de la situación existente en la región, el precedente de la Convención de la OUA (artículo 1, párrafo 2) y la doctrina utilizada en los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. De este modo, la definición o concepto de refugiado recomendable para su utilización en la región es aquella que además de contener los elementos de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, considere también como refugiados a las personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público”.] 

4.2. Avance jurisprudencial de tribunales nacionales
El examen del derecho comparado evidencia la evolución pragmática en la aplicación de la Convención de 1951. La sistematización efectuada por Matthew Scott (2020), complementada por investigaciones recientes de Jane McAdam y Chiara Scissa (2025), permite agrupar los precedentes en las categorías que se exponen a continuación.
4.2.1 Categoría 1: Afectación indiscriminada debido a las fuerzas de la naturaleza
Esta categoría reúne las decisiones iniciales en las que los tribunales aplicaron de forma rígida el paradigma del riesgo. Casos emblemáticos resueltos por la Corte Federal de Australia (caso n.o 1096, Mohammed Motahir Ali vs. Ministro de Inmigración, Gobierno Local y Asuntos Étnicos) y el Tribunal de Revisión de Refugiados de Australia (casos sobre el tsunami de Aceh de 2004 o solicitudes relativas a Tuvalu y Kiribati)[footnoteRef:7] rechazaron la condición de refugiado. Los juzgadores argumentaron que la pérdida de bienes o la degradación ambiental eran consecuencia de la fuerza mayor de la naturaleza o que afectaban por igual a toda la población, descartando la existencia de un nexo discriminatorio o de un agente perseguidor. [7:  	Tribunal de Revisión de Refugiados, Australia, caso RRT n.o 0901657 [2009] RRTA 526, 11 de junio de 2009, párr. 21; Tribunal de Revisión de Refugiados, Australia, caso RRT n.o N97/10806, [1996] RRTA 3195, 7 de noviembre de 1996, y Tribunal de Revisión de Refugiados, Australia, caso n.o 0907346, [2009] RRTA 1168, 10 de diciembre de 2009, párr. 21.] 

4.2.2. Categoría 2: Causación directa e intencional de daño
En estos escenarios, los juzgadores reconocieron la aplicabilidad del estatuto de refugiado al constatar una conducta intencional del Estado o de terceros que instrumentalizan el desastre ambiental. Entre los supuestos identificados destacan: (a) la degradación ambiental provocada deliberadamente por el Estado para perjudicar a un grupo específico (ej. la desecación de las marismas en Irak, citado en el caso neozelandés AF Kiribati, 2013)[footnoteRef:8]; (b) la represión estatal contra disidentes o activistas ambientales en contextos de desastre (como en el caso neozelandés Refugee Appeal 76374, relativo al ciclón Nargis en Myanmar)[footnoteRef:9], y (c) la denegación discriminatoria de asistencia humanitaria u alimentos a la población opositora (caso del Tribunal de Asilo de Reino Unido RN Zimbabwe, 2008)[footnoteRef:10]. [8:  	Tribunal de Inmigración y Protección de Nueva Zelanda, caso AF (Kiribati), [2013] NZIPT 800413, 25 de junio de 2013, párr. 59.]  [9:  	Autoridad de Apelaciones sobre el Estatus de Refugiado de Nueva Zelanda, caso Refugee Appeal n.o 76374, 28 de octubre de 2009.]  [10:  	Tribunal de Asilo e Inmigración del Reino Unido, caso RN (Returnees) Zimbabwe vs. Secretary of State for the Home Department, [2008] UKAIT 00083, 19 de noviembre de 2008, párr. 258.] 

4.2.3. Categoría 3: Fallas de protección estatal ex ante y ex post
Esta categoría representa el campo de mayor desarrollo doctrinario. Comprende situaciones en las que no existe una intención directa de dañar, pero el Estado incurre en omisiones o fallas en sus deberes de prevención y protección. Las fallas ex ante implican la inacción deliberada o negligente frente a riesgos previsibles (ausencia de obras de infraestructura, falta de planes de evacuación o alertas tempranas), como se discutió en el caso australiano del Ciclón de Bangladés (1996)[footnoteRef:11]. Las fallas ex post ocurren cuando, tras el desastre, el Estado omite brindar protección efectiva frente a abusos de terceros o restringe el acceso a grupo vulnerables (Scott, 2020, p. 63)[footnoteRef:12]. [11:  	Tribunal de Revisión de Refugiados de Australia, caso n.o 93/00894, [1996] RRTA 3244, 14 de noviembre de 1996.]  [12:  	Tribunal de Inmigración y Protección de Nueva Zelanda, caso AC (Tuvalu), [2014] NZIPT 800517-520, 4 de junio de 2014, y Corte Constitucional de Colombia, Sala Primera de Revisión, Sentencia T-123 de 2024, 16 de abril de 2024.] 

4.2.4. Casos recientes y evolución jurisprudencial (Italia y Nueva Zelanda)
Decisiones judiciales más recientes (2023-2024) confirman la consolidación del paradigma social. Tribunales de Milán y Florencia (2023-2024)[footnoteRef:13], en fallo recientes relativos a solicitantes bengalíes y pakistaníes, reconocieron que la pobreza extrema y la exposición a inundaciones recurrentes derivadas del cambio climático, combinadas con la incapacidad del Estado de origen para mitigar el riesgo, exacerbaron la vulnerabilidad de los solicitantes frente a redes de usura y trata de personas. El Tribunal de Florencia introdujo el concepto de “vulnerabilidad climática” (Tribunal Ordinario de Florencia, 2023, párr. 34), para encuadrar a las personas solicitantes en un determinado grupo social protegido por la Convención de 1951. [13:  	Tribunal de Milán, decreto de 13 de marzo de 2024, R.G. n.o 8753/2020, y Tribunal Ordinario de Florencia, caso Rahman Md Habibur vs. Ministerio del Interior y Comisión Territorial para la Protección Internacional de Florencia, decreto en el procedimiento n.o R.G. 2019/16935, 3 de mayo de 2023.] 

Por su parte, el Tribunal de Inmigración de Nueva Zelanda, en el caso AC Eritrea (2023)[footnoteRef:14] otorgó protección complementaria bajo los artículos 6 y 7 del PIDCP a una pareja de adultos mayores, al considerar que las omisiones del gobierno eritreo para implementar medidas de adaptación climática y su mala gobernanza exponían a los recurrentes a un riesgo real de trato degradante e inanición. Estos precedentes demuestran que la evolutiva hermenéutica en la aplicación del DIR brinda herramientas para responder a los desplazamientos forzados ocasionados en el contexto del cambio climático, y así tutelar los derechos humanos de estos individuos, sin la necesidad de un nuevo tratado internacional. [14:  	Tribunal de Inmigración y Protección de Nueva Zelanda, caso AC (Eritrea), [2023] NZIPT 802201–202, 3 de noviembre de 2023.] 

5. HERMENÉUTICA DE LA PERSECUCIÓN Y EL TEST TRIPARTITO PARA LA CONDICIÓN DE REFUGIADO
5.1. Relectura de la persecución desde el enfoque basado en derechos humanos
De acuerdo con la metodología interpretativa de los artículos 31 a 33 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados[footnoteRef:15], los términos de la Convención de 1951 deben interpretarse a la luz de su objeto, fin y contexto, en el cual el preámbulo asigna una posición central a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Scott, 2020, p.93). Asumiendo la propuesta teórica de James Hathaway, Michelle Foster y Matthew Scott, la persecución debe ser conceptualizada como “una denegación sostenida o sistemática de derechos humanos fundamentales que demuestra un fracaso en la protección del Estado” (Scott, 2020, p. 36). [15:  	Artículo 31. Regla general de interpretación. 
I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. el contexto comprenderá, además del texto, incluidos su preámbulo y anexos: a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la celebración del tratado: b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado.
3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus disposiciones: b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado: c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.  
4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes. 
	Artículo 32. Medios de interpretación complementarios. 
Se podrán acudir a medios de interpretación complementarios, en particular a los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración, para confirmar el sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para determinar el sentido cuando la interpretación dada de conformidad con el artículo 31:  a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable.  
	Artículo 33. Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas. 	
1. Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos.  
2. Una versión del tratado en idioma distinto de aquel en que haya sido autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si el tratado así lo dispone o las partes así lo convienen.  
3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico igual sentido.  
4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticas revele una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación de los artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida cuenta del objeto y fin del tratado.] 

Bajo esta fórmula (Persecución = Daño Grave + Falta de Protección Estatal), la persecución no exige necesariamente la intención malevolente del perseguidor (Scott, 2020, p. 36). Basta con acreditar que el Estado es incapaz o no está dispuesto a proveer una protección efectiva que reduzca el riesgo por debajo del umbral de temor fundado.
5.2. Alcance temporal y personal: el test de riesgo y la no discriminación
En cuanto al alcance temporal, Scott afirma que debe superarse el “paradigma del evento” (el cual restringe la persecución al acto puntual del daño) para adoptar el enfoque basado en “la situación” (predicament approach). Bajo esta visión, la persecución es una condición estructural de existencia en la que la persona enfrenta una “probabilidad real” o riesgo prospectivamente previsible de sufrir daños en el futuro. El estándar de prueba no exige certeza ni inminencia absoluta; la jurisprudencia comparada reconoce que una posibilidad razonable del 10% de sufrir daño es suficiente para configurar el temor fundado (Scott, 2020, p. 96).
En cuanto al alcance personal, la norma de no discriminación opera como el principio estructurante de la persecución (Scott, 2020, p. 113). Dado que la injusticia climática es una forma de discriminación estructural, la inacción del Estado frente a peligros ambientales previsibles deja de ser un acontecimiento neutral cuando impacta de manera diferenciada a grupos caracterizados por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social u opinión política.
5.3. Desarrollo del test tripartito
De acuerdo con Scott, para operacionalizar la determinación de la condición de refugiado en el contexto del cambio climático y los desastres, se propone la aplicación sistemática de un test tripartito compuesto por tres pasos sucesivos (2020, p.132).
5.3.1. Paso 1
En primer lugar, la autoridad decisora deberá evaluar si la persona solicitante sufre discriminación directa, indirecta o estructural vinculada a alguno de los cinco motivos convencionales. 
En segundo lugar, se debe examinar si la persona solicitante enfrenta un riesgo prospectivo de sufrir afectaciones severas a sus derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida o a la integridad personal, en el contexto de desastres presentes o futuros previsibles. 
En tercer lugar, se debe verificar si la discriminación operó como una causa contribuyente de la vulnerabilidad o de la falta de protección estatal frente al riesgo climático. No se exige que la discriminación sea la causa única o principal (Scott, 2020, pp. 133 a 145).
5.3.2. Paso 2
Se debe evaluar el conjunto de pruebas disponibles conforme al criterio de “motivos razonables” o “probabilidad real”, atendiendo al panorama de riesgo local y aplicando la flexibilidad probatoria propia del DIR (Scott, 2020, p. 148).
5.3.3. Paso 3
Finalmente, se debe evaluar la alternativa de reubicación interna, en donde se analiza si la persona puede trasladarse de forma segura y razonable a otra zona de su país. La alternativa se descarta si la otra región padece riesgos climáticos equivalentes, si existen barreras de seguridad o si el traslado impusiera privaciones indebidas (Scott, 2020, pp. 149 y 150).
6. CONCLUSIONES
La complejidad inherente a la crisis climática exige superar los dogmas tradicionales del derecho internacional. La aplicación del pensamiento complejo y del enfoque basado en derechos humanos permite entender que la movilidad climática es un fenómeno donde convergen factores socioambientales, políticos y de discriminación estructural.
En este marco, el principio de justicia climática se encuentra plenamente positivizado en el ordenamiento internacional a través de las obligaciones vinculantes para los Estados en relación con el cambio climático. Esto se fortalece especialmente por lo establecido por la Corte IDH, al establecer la conexión inescindible entre la prohibición de causar daños ambientales irreversibles y el principio de igualdad y no discriminación.
Para dar respuestas a las personas desplazadas en este contexto, a través del DIR y el DIDH, la adopción del paradigma social resulta imprescindible. Los desastres socioambientales no son neutrales ni puramente “naturales”; la vulnerabilidad diferenciada ante los mismos es producida por fallas y omisiones estatales ex ante y ex post. Cuando dicha inacción estatal se conecta con motivos discriminatorios, la exposición al daño climático se transforma en persecución.
En tal sentido, la aplicación del test tripartito demuestra que la Convención de 1951, interpretada de forma evolutiva y con arreglo a la Convención de Viena, es jurídicamente apta para tutelar ciertos supuestos de desplazamiento transfronterizo climático. La clave dogmática consiste en conceptualizar la discriminación estructural como causa contribuyente de la falta de protección estatal. 
No obstante, el estatus de refugiado bajo la Convención de 1951 constituye un mecanismo necesario, pero de alcance delimitado, pues exige el nexo con los motivos convencionales. Por ello, la plena efectividad de la justicia climática requiere complementar el régimen de la Convención con la aplicación vigorosa de las definiciones regionales ampliadas (Declaración de Cartagena) y la eventual negociación de instrumentos internacionales específicos que garanticen la protección integral de todas las personas desplazadas por la crisis climática global.
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